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En suma, frente al hecho objetivo e incontrovertido, 
por estar acreditado en las actuaciones, de que el recu-
rrente tuvo oportuno conocimiento procesal de que el Sr. 
Tolosa Tribiño formaba parte de la Sala que había de 
resolver el recurso contencioso-administrativo, en cam-
bio no cabe presumir que el recurrente conociese con 
anterioridad a que se dictase la Sentencia que desestimó 
dicho recurso que el referido Magistrado lleva años pres-
tando servicios como profesor asociado en la Universidad 
de Cantabria, ya que, como se destacó en la STEDH de 17 
de junio de 2003, caso Pescador Valero c. España, § 26, 
ello implica únicamente una presunción de conocimiento 
que no se apoya en prueba concreta alguna que demues-
tre que el demandante estuviera al corriente de las activida-
des profesionales de dicho Magistrado en la Universidad.

4. Descartada la existencia de óbices procesales, y 
entrando ya en el examen de fondo de la queja del recu-
rrente en amparo, debemos comenzar recordando que es 
doctrina reiterada de este Tribunal que una de las exigen-
cias inherentes al derecho a un proceso con todas las 
garantías (art. 24.2 CE), en tanto que condiciona la exis-
tencia misma de la función jurisdiccional, es la imparciali-
dad judicial, conforme a la cual, por estar en juego la 
confianza que los Jueces y Tribunales deben inspirar en 
una sociedad democrática, debe garantizarse a las partes 
que no concurre ninguna duda razonable sobre la existen-
cia de prejuicios o prevenciones en el órgano judicial. A 
esos efectos se viene distinguiendo entre una imparciali-
dad subjetiva, que garantiza que el Juez no ha mantenido 
relaciones indebidas con las partes, en la que se integran 
todas las dudas que deriven de las relaciones del Juez con 
aquéllas, y una imparcialidad objetiva, es decir, referida al 
objeto del proceso, por la que se asegura que el Juez se 
acerca al thema decidendi sin haber tomado postura en 
relación con él. Se ha puntualizando, no obstante, que no 
basta con que las dudas o sospechas sobre la imparciali-
dad del Juez surjan en la mente de la parte, sino que lo 
determinante y decisivo es que las razones para dudar de 
la imparcialidad judicial, por un lado, queden exterioriza-
das y apoyadas en datos objetivos y, por otro, alcancen 
una consistencia tal que permita afirmar que se hallan obje-
tiva y legítimamente justificadas (por todas, SSTC 5/2004, de 
16 de enero, FJ 2, y 240/2005, de 10 de octubre, FJ 3).

Más en concreto, y por lo que se refiere al supuesto en 
que el Juez o Magistrado debe pronunciarse sobre cues-
tiones en que una de las partes es la Universidad de la 
que es profesor asociado, es obligado partir de la doctrina 
sentada en nuestra STC 306/2005, de 12 de diciembre, FJ 3 
(que otorga el amparo en un asunto que guarda notoria 
similitud con el presente, como han señalado el Fiscal y el 
recurrente en amparo en sus escritos de alegaciones), en 
la que pusimos de relieve que «ya en la citada Sentencia 
del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 17 de 
junio de 2003, caso Pescador Valero c. España, se afirmó 
que esta situación puede hacer nacer ciertos temores legí-
timos en el demandante de que el Juez o Magistrado en 
que coincida esa doble condición no abordará el caso con 
la imparcialidad requerida, habida cuenta de que ser pro-
fesor asociado implica la existencia de vínculos profesio-
nales estrechos y regulares con una de las partes de la 
que se percibe una remuneración periódica (§ 27)».

Y continuábamos razonando en la STC 306/2005, FJ 3, 
que «En el presente caso, ha quedado acreditado en las 
actuaciones, y ha sido reconocido por ambas partes, que 
el Presidente del órgano judicial que resolvió el recurso 
de apelación interpuesto por la Universidad de Cantabria 
era profesor asociado de dicha Universidad. Esa sola cir-
cunstancia, en atención a la jurisprudencia señalada, sería 
bastante para concluir el carácter legítimo y justificado de 
las dudas que plantea el recurrente sobre la parcialidad 
de este Magistrado».

Por tanto, la existencia de la relación contractual entre 
la Universidad demandada y dos de los Magistrados inte-
grantes de la Sala que había de fallar el recurso conten-
cioso-administrativo interpuesto por el demandante, 
estando además pendiente a la fecha de dictar Sentencia 
la renovación de esa relación contractual de dichos 
Magistrados con la Universidad (renovación que efectiva-
mente se produjo), determina que las dudas expresadas 
por el recurrente sobre la parcialidad de ambos Magistra-
dos alcancen una consistencia tal que permite afirmar 
que se hallan objetiva y legítimamente justificadas. Ello 
implica que deba otorgarse el amparo solicitado por vul-
neración del derecho al Juez imparcial, para cuyo resta-
blecimiento es necesario anular las Sentencias impugna-
das y retrotraer las actuaciones al momento anterior al 
pronunciamiento de la Sentencia de instancia a fin de que se 
dicte nueva resolución por un órgano judicial en cuya com-
posición se respete el derecho fundamental reconocido.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Francisco Javier 
Álvarez García y, en consecuencia:

1.º Reconocer su derecho a un proceso con todas las 
garantías (art. 24.2 CE), en su vertiente del derecho al Juez 
imparcial.

2.º Anular la Sentencia de 10 de agosto de 1999 de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Cantabria, dictada en el recurso conten-
cioso-administrativo núm. 1657-1998, así como la Senten-
cia de 30 de septiembre de 2004, dictada por la Sección 
Séptima de la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tri-
bunal Supremo en el recurso de casación núm. 8538-1999.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento anterior al 
pronunciamiento de la Sentencia de 10 de agosto de 1999, 
a fin de que la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Cantabria dicte nueva 
Sentencia por un Tribunal en cuya composición se respete 
el derecho fundamental reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a doce de marzo de dos mil siete.–
María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.–
Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Fir-
mado y rubricado. 

 8036 Sala Primera. Sentencia 56/2007, de 12 de 
marzo de 2007. Recurso de amparo 1807-2005. 
Promovido por Lex Centro de Asesores Téc-
nico-Jurídicos, S.A., frente a la Sentencia de la 
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justi-
cia de Madrid que, en grado de suplicación, 
estimó la demanda de despido. 
Vulneración del derecho a la tutela judicial sin 
indefensión: sentencia de suplicación que 
resuelve por un fundamento, el contenido del 
anónimo, ajeno al debate procesal (STC 53/2005).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
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Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1807-2005, promovido 
por la entidad Lex, Centro de Asesores Técnico-Jurídicos, 
S.A., representada por la Procuradora de los Tribunales 
doña Izaskun Lacosta Guindano y asistida por el Abogado 
don Francisco Javier Lacosta Guindano, contra la Senten-
cia de 12 de noviembre de 2002 dictada por la Sala de lo 
Social (Sección Segunda) del Tribunal Superior de Justicia 
de Madrid en el recurso de suplicación núm. 3019-2002 
interpuesto contra la Sentencia de 23 de abril de 2002 del 
Juzgado de lo Social núm. 24 de Madrid, en autos 809-
2001, por despido. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha 
sido Ponente el Magistrado don Roberto García-Calvo y 
Montiel, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el día 
11 de marzo de 2004, la Procuradora de los Tribunales 
doña Izaskun Lacosta Guindano, actuando en nombre y 
representación de Lex, Centro de Asesores Técnico-Jurídi-
cos, S.A., interpuso recurso de amparo contra la Senten-
cia citada en el encabezamiento.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda de 
amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) La entidad demandante de amparo procedió a 
despedir en fecha 28 de septiembre de 2001 a la trabaja-
dora doña Encarnación Alcalde Ordóñez, que había 
venido prestando servicios para la misma desde el 4 de 
marzo de 1977. En la carta de despido se atribuía a la tra-
bajadora ser la autora de una carta anónima dirigida al 
Director de la entidad, sobre asuntos de naturaleza perso-
nal cuyo tenor literal consta en las actuaciones. A juicio de 
la empresa, la remisión del citado anónimo era constitu-
tivo de los incumplimientos contractuales previstos en los 
apartados c) y d) del número 2 del art. 54 de la Ley del 
estatuto de los trabajadores, texto refundido aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo (LET), 
como causa justa de despido: ofensas al empresario o a las 
personas que trabajan en la empresa o a los familiares que 
convivan con ellos y trasgresión de la buena fe contractual.

b) La trabajadora impugnó el despido mediante 
demanda presentada el día 8 de noviembre de 2001 en la 
que alegaba, como único motivo de oposición, no haber 
tenido nada que ver con el hecho que se le imputaba en la 
carta de despido. En el acto del juicio, la parte actora 
alegó nuevamente no ser ciertos los hechos imputados a 
la misma, la cual no había escrito ningún anónimo, seña-
lando, además, que en dicho anónimo se aludía a hechos 
de la vida privada del empresario que no le interesaban, 
no teniendo relación con el ámbito laboral. La demanda 
fue desestimada por Sentencia del Juzgado de lo Social 
núm. 24 de Madrid de 23 de abril de 2002, que entendió 
acreditada, tras la realización de diversas pruebas pericia-
les, la autoría de la carta por la actora, por lo que, siendo 
los hechos constitutivos de despido, acordó, con desesti-
mación de la demanda, declarar su procedencia.

c) Contra la citada Sentencia interpuso recurso de 
suplicación la trabajadora despedida. En el recurso, a tra-
vés de un único motivo, la recurrente cuestionó las con-
clusiones de las pruebas caligráficas realizadas, conclu-
yendo que no existía prueba de que fuera ella la autora de 

la carta en cuestión. La Sala de lo Social del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Madrid, en Sentencia de 12 de noviem-
bre de 2002, consideró igualmente acreditada la autoría 
de la carta por la actora, en contra de lo alegado por ésta 
en su recurso, estimando, sin embargo, que el contenido 
del anónimo remitido por la trabajadora era ajeno a la 
relación laboral, al afectar a la esfera privada del Director 
de la empresa, lo que impedía apreciar, a juicio de la Sala, 
la existencia de un incumplimiento laboral tipificable 
como trasgresión de la buena fe contractual y abuso de 
confianza, resolviendo, por ello, estimar el recurso de 
suplicación, revocar la Sentencia de instancia y declarar la 
improcedencia del despido.

d) Contra la Sentencia de suplicación interpuso la 
ahora recurrente en amparo recurso de casación para la 
unificación de doctrina, que fue inadmitido, por falta de 
contradicción, mediante Auto de 19 de noviembre de 2003 
de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo.

e) Finalmente, el día 19 de enero de 2004 la ahora 
recurrente interpuso incidente de nulidad de actuaciones 
al amparo del art. 240.3 LOPJ ante la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid que dictó la Sen-
tencia de suplicación, alegando la incongruencia de ésta. 
El incidente fue inadmitido por la Sala mediante Auto de 
18 de febrero de 2004.

f) El día 20 de enero de 2004, siguiente al de la inter-
posición del incidente de nulidad de actuaciones al que se 
acaba de aludir, la ahora recurrente formuló una primera 
demanda de amparo que, según señaló, interponía ad 
cautelam para el supuesto de no admitirse a trámite el 
citado incidente de nulidad. Inadmitido el incidente por 
Auto de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justi-
cia de Madrid de 18 de febrero de 2004, la recurrente pre-
sentó el 11 de marzo siguiente un escrito ante este Tribu-
nal Constitucional aportando copia del Auto citado y 
solicitando que se entendiera ratificada la demanda de 
amparo presentada en su día, anunciando, no obstante, 
que procedería al mismo tiempo a la presentación de una 
nueva demanda de amparo, por si así lo considerara 
necesario este Tribunal, lo que efectivamente hizo 
mediante escrito de la misma fecha. Por providencia de 23 
de febrero de 2005 la Sección Primera de este Tribunal 
acordó la inadmisión a trámite de la demanda de amparo 
presentada el 20 de enero de 2004, por estimarla prema-
tura al encontrarse todavía pendiente de resolución, en la 
fecha de su presentación, el incidente de nulidad de 
actuaciones promovido contra la Sentencia recurrida. En 
la misma providencia la Sección ordenó que se proce-
diera al desglose del segundo escrito presentado el 11 de 
marzo de 2004, tras la inadmisión del incidente de nulidad 
de actuaciones, a fin de que se diera al mismo el trámite 
correspondiente como nuevo recurso de amparo, hacién-
dose así mediante diligencia de ordenación de la Secreta-
ría de la Sala Primera de 15 de marzo de 2005.

3. En la demanda de amparo la entidad recurrente 
considera que la Sentencia de 12 de noviembre de 2002 
de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid vulneró su derecho fundamental a la tutela judicial 
efectiva (art. 24.1 CE), como garantía de la obtención de 
una respuesta judicial razonable y fundada en Derecho.

La Sentencia impugnada se dictó como consecuencia 
del recurso interpuesto por la contraparte, trabajadora de 
la empresa demandada, que había sido despedida al 
haberse advertido graves e injuriosas acusaciones contra 
su Director General, en escrito anónimo del que resultó 
ser autora. La Sentencia del Juzgado de lo Social estimó 
probado que la demandante era la autora del escrito. La 
negación de la autoría del citado escrito constituyó el 
único motivo de oposición al despido y el único motivo en 
el que se basó el recurso de suplicación. Tal motivo fue 
desestimado expresamente en la Sentencia de suplica-
ción, entendiendo que no existía duda sobre la autoría del 
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anónimo, pese a lo cual la Sentencia declaró que el conte-
nido del anónimo remitido por la actora era ajeno a la rela-
ción laboral, al afectar a la esfera privada del Director de la 
empresa, por lo que declaró improcedente el despido.

Esta consideración se vierte por primera vez en el fun-
damento de la Sentencia de suplicación, dedicándose a la 
misma escasas líneas, pese a su obvia trascendencia, sin 
mencionar jurisprudencia o doctrina alguna que avale tan 
novedosa interpretación, y actuando la Sala de manera tal 
que ha confeccionado de oficio el recurso, invadiendo la 
esfera de actividad del recurrente, en perjuicio del recu-
rrido y sin respetar la igualdad de armas en el proceso. Se 
está, pues, en el caso de la STC de 1 de diciembre de 1987, 
vulnerando la Sala el art. 24.1 CE al haber basado su deci-
sión, sin haber corregido los hechos probados, en argu-
mentos o motivos no alegados por la parte recurrente. 
Además, nos encontramos en el ámbito de un recurso de 
alcance limitado, como es el de suplicación, variando el 
fundamento jurídico en virtud del cual se establece la 
causa petendi. No puede olvidarse que la recurrente 
siempre había manifestado que el despido era improce-
dente porque ella no era la autora del anónimo, no por-
que el mismo se circunscribiera a la esfera privada del 
Director de la empresa.

Esta conclusión, además de incongruente, es errónea, 
siendo evidente la relación existente entre las imputacio-
nes del anónimo y el trabajo. La Sentencia, por ello, no 
solo vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva por las 
causas ya expuestas, sino también porque incurre en un 
manifiesto error.

La actuación del órgano judicial, a juicio de la deman-
dante de amparo, le ha producido indefensión, dado que 
fue imposible efectuar alegación alguna sobre la cuestión 
planteada por la Sala, al no haber sido objeto del recurso. 
Además, no se trata de una indefensión puramente for-
mal, dado que la demandante de amparo ha sido obligada 
a pagar una importante indemnización económica a la 
trabajadora, y ello pese a haber visto ésta desestimado el 
único motivo de su recurso frente a la Sentencia que 
declaró su despido procedente.

Mediante escrito registrado el 3 de mayo de 2004, la 
entidad demandante de amparo solicitó la suspensión de 
la ejecución de la Sentencia recurrida, alegando que la 
importante cantidad que debía abonar en concepto de 
indemnización y salarios de tramitación –que cifraba en 
108.403,03 €– sería difícilmente recuperable en caso de 
ser estimado el recurso o, en el mejor de los supuestos, 
requeriría con toda probabilidad de la iniciación de un 
largo y costoso proceso, mientras que para la parte actora 
la suspensión de la ejecución no representaría perjuicio 
alguno, ya que solamente tendría como consecuencia el 
retraso en su percepción, encontrándose el pago asegu-
rado mediante aval y pudiéndose reparar, en su caso, los 
eventuales perjuicios causados por el retraso en el cobro 
mediante la indemnización que correspondiera a dichos 
perjuicios. Esta solicitud fue posteriormente reiterada 
mediante escrito registrado el día 1 de julio de 2005, en el 
que la entidad demandante de amparo señalaba que, aun 
cuando la ejecución había continuado ya su curso, al no 
aceptar el Juzgado de lo Social la suspensión de la ejecu-
ción, acarreándole con dicha decisión un perjuicio real (el 
abono a la ejecutante del importe avalado), existía tam-
bién otro perjuicio potencial que podía ser evitado, cual 
era el de la posibilidad de que dicha cantidad, si se esti-
maba el recurso de amparo, no pudiera ser recuperada, 
por lo que continuaba siendo importante el acceder a la 
solicitud de suspensión formulada en evitación de mayo-
res perjuicios.

4. Por providencia de 6 de junio de 2005, la Sección 
Segunda acordó admitir a trámite de la demanda de 
amparo, sin perjuicio de lo que resulte de los anteceden-
tes, así como, a tenor de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, 

requerir atentamente a la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid y Juzgado de lo Social 
núm. 24 de dicha capital para que en el plazo de diez días 
remitan, respectivamente, testimonio del recurso de 
suplicación núm. 3019-2002 y de los autos núm. 809-2001, 
interesándose al propio tiempo que se emplace a quienes 
fueron parte en el citado procedimiento, con excepción de 
la entidad recurrente en amparo, que aparece ya perso-
nada, para que en el plazo de diez días puedan compare-
cer en este proceso constitucional, con traslado a dichos 
efectos de copia de la demanda presentada. En dicha pro-
videncia se acordó también, conforme a lo solicitado por 
la parte actora, formar la correspondiente pieza separada 
para la petición de suspensión de la ejecución de la Sen-
tencia recurrida en amparo, en la cual, tras los trámites 
oportunos, se dictó Auto de 12 de septiembre de 2005 por 
el que la Sala Primera resolvió denegar la suspensión soli-
citada.

5. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de la 
Sala Primera de 11 de noviembre de 2005 se tuvieron por 
recibidos los testimonios de las actuaciones remitidos por 
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid y el Juzgado de lo Social núm. 24 de Madrid, 
donde consta el emplazamiento efectuado a doña Encar-
nación Alcalde Ordóñez para su personación en el pre-
sente recurso de amparo, sin que la parte haya ejercitado 
tal derecho. En dicha diligencia se acordó igualmente, a 
tenor de lo dispuesto en el art. 52 LOTC, dar vista de todas 
las actuaciones del presente recurso de amparo, en la 
Secretaría de la Sala, por un plazo común de veinte días, 
al Ministerio Fiscal y a la Procuradora Sra. Lacosta Guin-
dano, para que dentro de dicho término pudieran presen-
tar las alegaciones que a su derecho convinieran.

6. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional presentó 
sus alegaciones mediante escrito registrado el día 15 de 
diciembre de 2005, interesando el otorgamiento del 
amparo.

Con carácter previo pone de relieve el Ministerio Fis-
cal que en la demanda de amparo se ataca exclusiva-
mente la Sentencia dictada en suplicación por el Tribunal 
Superior de Justicia, sin formular reproche alguno ni con-
tra el Auto de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo de 
19 de noviembre de 2003, inadmisorio del recurso de 
casación para la unificación de doctrina, que no cumple 
así, a los efectos del presente recurso, otra finalidad que 
la de agotar la vía judicial previa, ni contra el Auto de la 
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid de 18 de febrero de 2004, que inadmitió el inci-
dente de nulidad de actuaciones interpuesto por la 
demandante. Respecto de este último, afirma el Ministe-
rio Fiscal que la decisión de inadmisión en base a la 
extemporaneidad del incidente contradice la reiterada 
doctrina de este Tribunal Constitucional sobre la pertinen-
cia de su planteamiento tras el Auto inadmisorio del 
recurso de casación para la unificación de doctrina que 
declara la firmeza de la Sentencia de suplicación recu-
rrida. La falta de impugnación en el recurso de este Auto 
no conlleva, sin embargo, otra consecuencia que la de no 
poder analizar la existencia de una vulneración del dere-
cho a la tutela judicial efectiva en su vertiente de derecho 
de acceso a los recursos, sin que pueda implicar la 
inadmisión de la demanda por extemporaneidad, dada la 
idoneidad del incidente de nulidad de actuaciones para 
remediar la queja esgrimida en amparo.

Señalado lo anterior recuerda el Ministerio Fiscal la 
doctrina de este Tribunal sobre la indefensión ocasionada 
por la vulneración del principio de contradicción como 
consecuencia de haberse modificado por la resolución 
judicial los términos del debate procesal, doctrina sinteti-
zada en la STC 53/2005, de 14 de marzo, FFJJ 3 y 5. En el 
presente asunto, señala el Fiscal, desde la demanda rec-
tora e, incluso, desde la previa conciliación la controver-
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sia entre las partes se había circunscrito a haber sido 
despedida la trabajadora por haber remitido un escrito al 
director de la empresa cuyo contenido se consideraba por 
ésta merecedor del despido disciplinario, por suponer 
una ofensa al empresario y a otras personas y una tras-
gresión de la buena fe contractual, negando la trabaja-
dora despedida ser la autora de dicho escrito anónimo. 
Todo el debate y la prueba habida se contrajeron, en 
exclusividad, a determinar la autoría del escrito, mediante 
la práctica de sucesivas pruebas periciales caligráficas. 
Tras haberse estimado acreditado por la Sentencia de 
instancia que el escrito había sido confeccionado por la 
trabajadora y declararse la procedencia del despido, 
aquélla recurrió en suplicación impugnando el dictamen 
pericial y negando que pudiera estimarse acreditada la 
autoría del documento. El escrito de impugnación de la 
empresa también se atuvo a este estricto debate. Sin 
embargo, la Sentencia ahora recurrida, tras reiterar que 
constaba acreditada la autoría del escrito, considera, no 
obstante, que su contenido es ajeno a la relación laboral, 
al afectar a la esfera privada del director de la empresa, lo 
que impide apreciar la existencia de un incumplimiento 
laboral, determinando la improcedencia del despido. De 
todo ello fluye, a juicio del Fiscal, que la Sala de lo Social 
ha variado el fundamento jurídico en virtud del cual se 
pedía que se declarara la improcedencia del despido, alte-
rando los términos del debate, sin respetar los principios 
de audiencia y contradicción y generando con ello inde-
fensión a la empresa demandante, lo que implica la lesión 
del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE).

Por el contrario, considera, subsidiariamente, el 
Ministerio Fiscal, con cita de la STC 245/2005, de 10 de 
octubre, FJ 4, que la Sentencia recurrida no ha incurrido 
en error patente, habiéndose limitado a apreciar que el 
contenido del anónimo era ajeno a la relación laboral, lo 
que constituye a la postre una cuestión interpretativa que 
no puede tildarse de errónea, a la vista tanto del contenido 
del anónimo como del de la propia carta de despido.

Finaliza, por ello, el Ministerio Fiscal interesando el 
otorgamiento del amparo por vulneración del derecho a 
la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) de la demandante, 
y que se anule la Sentencia de suplicación retrotrayendo 
las actuaciones al momento procesal anterior al de su 
dictado, a fin de que la Sala, tras dar audiencia a las par-
tes, proceda a dictar nueva resolución respetuosa con el 
derecho fundamental vulnerado.

7. La demandante de amparo cumplimentó el trámite 
de alegaciones mediante escrito registrado el día 16 de 
diciembre de 2005, en el que reitera los argumentos 
expuestos en el escrito de demanda.

8. Por providencia de 22 de febrero de 2007 se señaló 
para deliberación y votación de la presente Sentencia el 
día el 26 de dicho mes y año, en que comenzó habiendo 
finalizado en el día de hoy.

II. Fundamentos jurídicos

1. De conformidad con lo señalado en los anteceden-
tes nos corresponde analizar en la presente demanda de 
amparo si la Sentencia de 12 de noviembre de 2002 de la 
Sala de lo Social (Sección Segunda) del Tribunal Superior 
de Justicia de Madrid ha vulnerado, como sostiene la 
recurrente, su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 
CE), por constituir una resolución incongruente que ha 
declarado la improcedencia del despido efectuado en 
atención a una consideración que en ningún momento 
fue planteada por la trabajadora despedida ni discutida en 
el proceso y por haber incurrido en un error patente en la 
valoración de los hechos.

El Ministerio Fiscal interesa el otorgamiento del 
amparo, al haberse variado por la Sala el fundamento 

jurídico en virtud del cual se pedía que se declarara la 
improcedencia del despido, alterando los términos del 
debate, sin respetar los principios de audiencia y contra-
dicción y generando, con ello, indefensión a la empresa 
demandante. No estima, sin embargo, que la resolución 
cuestionada haya incurrido en un error patente.

2. Comenzando por esta última cuestión, la queja 
relativa a la existencia de un error patente hace referen-
cia, como se ha indicado, al hecho de que la Sentencia del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid haya considerado 
que el contenido del anónimo remitido por la actora era 
ajeno a la relación laboral, al afectar a la esfera privada 
del director de la empresa, por lo que no podía ser consti-
tutivo de un incumplimiento laboral sancionable con el 
despido.

Como recordábamos una vez más recientemente en 
nuestra STC 109/2006, de 3 de abril, FJ 3, este Tribunal ha 
vertebrado una consolidada doctrina sobre el error 
patente que puede resumirse, siguiendo la STC 78/2002, 
de 8 de abril, FJ 3, en los siguientes términos: «hemos 
declarado que el derecho a la tutela judicial reconocido en 
el art. 24.1 CE conlleva el derecho a obtener de los Jueces 
y Tribunales una resolución fundada en Derecho, por lo 
que, cuando la resolución judicial sea el resultado de un 
razonamiento que no se corresponde con la realidad, por 
haber incurrido el órgano judicial en un ‘error patente’ en 
la determinación y selección del material de hecho o del 
presupuesto sobre el que se asienta su decisión produ-
ciendo efectos negativos en la esfera jurídica del ciuda-
dano, se vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva, 
pues, en este caso, la resolución judicial no es la expre-
sión del ejercicio de la justicia, sino una simple apariencia 
de éste, y procede otorgar el amparo siempre que: a) el 
error no sea imputable a la negligencia de la parte sino 
atribuible al órgano judicial; b) se trate de un error que 
resulte inmediatamente verificable de forma incontrover-
tible a partir de las actuaciones judiciales; y c) sea un 
error determinante de la decisión adoptada, constitu-
yendo el soporte único o básico (ratio decidendi) de la 
resolución, de forma que no pueda saberse cuál hubiera 
sido el criterio del órgano judicial de no haber incurrido 
en él (SSTC 55/1993, de 15 de febrero; 107/1994, de 11 de 
abril; 203/1994, de 11 de julio; 5/1995, de 10 de enero; 162/1995, 
de 7 de noviembre; 40/1996, de 12 de marzo; 61/1996, de 15 
de abril; 160/1996, de 15 de octubre; 175/1996, de 11 de 
noviembre; 124/1997, de 1 de julio; 63/1998, de 17 de 
marzo; 112/1998, de 1 de junio; 180/1998, de 17 de sep-
tiembre; 167/1999, de 27 de septiembre; 206/1999, de 8 de 
noviembre; 171/2001, de 19 de julio, entre otras)».

En el presente caso, no puede considerarse que, de 
haberse producido, el error que se denuncia cumpla los 
requisitos exigidos por la doctrina de este Tribunal para 
determinar la vulneración del art. 24.1 CE, pues uno de 
ellos es el de que se trate de un error material o de hecho, 
no de un error de Derecho como acontece en este asunto, 
en el que el órgano judicial se refiere a una cuestión jurí-
dica –estimar que el hecho que motivó el despido resul-
taba ajeno a la relación laboral existente entre las partes y 
no era susceptible, por ello, de constituir un incumpli-
miento laboral– y no de hecho. Por lo que, con indepen-
dencia de la consideración que deba merecer desde un 
punto de vista jurídico tal criterio e, incluso, de su even-
tual valoración a efectos de la garantía del derecho a obte-
ner una resolución razonable y fundada en Derecho, es lo 
cierto que no puede apreciarse la concurrencia del error 
patente denunciado en la demanda de amparo.

3. Puede entrarse ya con ello en el análisis de la otra 
queja planteada en la demanda, en virtud de la cual el 
órgano de suplicación habría vulnerado el derecho a la 
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) de la demandante de 
amparo como consecuencia de haber dictado una resolu-
ción incongruente al declarar la improcedencia del des-
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pido con base en una circunstancia –el carácter ajeno a la 
relación laboral de los hechos que lo motivaron– que no 
fue abordada en la Sentencia de instancia ni alegada por 
la recurrente en su recurso de suplicación, ignorando las 
limitaciones derivadas de la naturaleza extraordinaria de 
este recurso, y sobre la que la empresa ahora demandante 
de amparo no pudo alegar, causándole indefensión.

Para el análisis de dicha queja resulta preciso referirse 
a las circunstancias que han concurrido en el proceso del 
que trae causa la demanda, según han quedado recogi-
dos en los antecedentes. La empresa demandante de 
amparo despidió a la trabajadora Sra. Alcalde Ordóñez 
atribuyéndole la autoría de una carta anónima dirigida al 
Director de la entidad sobre asuntos de naturaleza perso-
nal cuyo contenido estimó constitutivo de los incumpli-
mientos contractuales previstos en los apartados c) y d) 
del número 2 del art. 54 de la Ley del estatuto de los tra-
bajadores, texto refundido aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo (LET), como causa 
justa de despido: ofensas al empresario o a las personas 
que trabajan en la empresa o a los familiares que convi-
van con ellos y trasgresión de la buena fe contractual. La 
trabajadora impugnó el despido mediante demanda pre-
sentada el día 8 de noviembre de 2001 en la que alegaba, 
como único motivo de oposición, no haber tenido nada 
que ver con el hecho que se le imputaba en la carta de 
despido. En el acto del juicio, la parte actora alegó nueva-
mente no ser ciertos los hechos imputados a la misma, la 
cual no había escrito ningún anónimo, señalando, ade-
más, que en dicho anónimo se aludía a hechos de la vida 
privada del empresario que no le interesaban, no teniendo 
relación con el ámbito laboral. La demanda fue desesti-
mada por Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 24 de 
Madrid de 23 de abril de 2002, que estimó acreditada, tras 
la realización de diversas pruebas periciales, la autoría de 
la carta por la actora, por lo que, siendo los hechos cons-
titutivos de despido, acordó, con desestimación de la 
demanda, declarar su procedencia. La trabajadora recu-
rrió en suplicación la Sentencia a través de un único 
motivo mediante el cual negaba que existiera una prueba 
clara y rotunda que permitiera imputarle la autoría de la 
carta, discutiéndose al efecto las conclusiones del informe 
pericial caligráfico que así lo acreditaba. En el escrito de 
impugnación del recurso la parte recurrida articuló su 
defensa en relación con esta única alegación. Finalmente, 
la Sentencia ahora recurrida, dictada el 12 de noviembre 
de 2002 por la Sala de lo Social del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid, tras considerar igualmente acreditado 
que la actora había sido la autora de la carta anónima, en 
contra de lo alegado por ésta en su recurso, estima, sin 
embargo, que el contenido del anónimo era ajeno a la 
relación laboral existente entre las partes, al venir referido 
a la esfera privada del director de la empresa, por lo que 
el mismo no podía considerarse constitutivo de un incum-
plimiento laboral.

Como se desprende de lo señalado, el debate procesal 
desarrollado con ocasión de la demanda de despido giró 
exclusivamente en torno a la cuestión relativa a la reali-
dad de la autoría, imputada a la trabajadora despedida, de 
la carta ofensiva e injuriosa remitida al máximo responsa-
ble de la empresa ahora demandante de amparo. Aun 
cuando en el acto del juicio la actora hizo alusión a que los 
hechos a los que se refería el anónimo no tenían relación 
con el ámbito laboral, alegando así que en la carta se 
hacía alusión a cuestiones que no le interesaban, lo cierto 
es que no pretendió la improcedencia del despido por no 
ser los hechos constitutivos de infracción laboral, sino por 
no ser autora de los mismos. A ello se refirió exclusiva-
mente la Sentencia del Juzgado de lo Social, que estimó 
probada dicha autoría, en virtud de la prueba practicada, 
así como el recurso de suplicación formulado por la 
actora contra ésta y el posterior de impugnación de la 
parte demandada, que se destinaron, nuevamente, de 

manera exclusiva, a discutir la autoría del anónimo. De 
esta forma, la Sentencia de suplicación, que declaró la 
improcedencia del despido por no ser los hechos consti-
tutivos de incumplimiento laboral, pese a reiterar que 
había quedado acreditada la autoría de los mismos y que, 
por tanto, habían de decaer las manifestaciones en sen-
tido contrario efectuadas por la recurrente, resolvió 
mediante consideraciones relativas a la calificación jurí-
dica de los hechos y a su configuración como causa de 
despido un debate que en ningún momento se había 
planteado en dichos términos, sino cuestionando que los 
hechos fueran imputables a la actora, por negarse la auto-
ría del anónimo.

4. Como señalamos en la STC 53/2005, de 14 de 
marzo, FJ 3, ante un supuesto que guarda con éste evi-
dentes similitudes, para resolver la queja de la deman-
dante sin necesidad de entrar en pormenores de legalidad 
procesal bastará con recordar brevemente que «desde la 
STC 20/1982, de 5 de mayo, tiene declarado este Tribunal 
que si se produce una completa modificación de los tér-
minos del debate procesal puede darse una vulneración 
del principio de contradicción y por ende del fundamental 
derecho de la defensa, pues la Sentencia ha de ser dictada 
tras la existencia de un debate y de una contradicción, y 
sólo en esos términos dialécticos es justo el proceso y 
justa la decisión que en él recae (FFJ 1 y 2). La posterior 
STC 177/1985, de 18 de diciembre, precisó que se debe 
atender a los términos en que las partes han formulado 
sus pretensiones en la demanda y en los escritos esencia-
les del proceso, configurando las acciones y excepciones 
ejercitadas, constituyendo la desviación que suponga una 
completa modificación de los términos en que se produjo 
el debate procesal que represente por su contenido una 
vulneración del principio de contradicción y, por lo tanto, 
del fundamental derecho de defensa, una lesión del dere-
cho fundamental a una tutela judicial efectiva sin indefen-
sión (FJ 4). No quiere ello decir que el Juez o Tribunal 
tenga vedado utilizar su potestad, expresada tradicional-
mente en los axiomas iura novit curia y narra mihi factum, 
dabo tibi ius, que le permiten no ajustarse estrictamente a 
los argumentos jurídicos utilizados por las partes al moti-
var las Sentencias, pudiendo apoyarse en razones de 
carácter jurídico distintas pero que conduzcan a la propia 
decisión de aceptar o rechazar las pretensiones cuestiona-
das. Claro es, sin embargo, que en ningún supuesto 
puede admitirse que aplicando el principio de referencia 
el órgano judicial cambie la acción ejercitada o la funda-
mentación de la oposición formulada, por lo que cabe 
admitir el empleo por los Jueces y Magistrados de dis-
tinta argumentación jurídica a la utilizada por las partes, 
para resolver sobre las pretensiones o excepciones ejerci-
tadas en el proceso, pero en absoluto variar el funda-
mento jurídico en virtud del cual se pide o se opone 
alguien a las pretensiones. Dicho en los términos de la 
STC 29/1999, de 8 de marzo, la adecuación debe exten-
derse tanto al resultado que el litigante pretende obtener, 
como a los hechos y fundamentos jurídicos que sustentan 
la pretensión». Esta doctrina ha sido reiterada en múlti-
ples pronunciamientos posteriores (entre tantas otras, 
SSTC 215/1999, de 29 de noviembre, FJ 3; 227/2000, de 2 
de octubre, FJ 2; 5/2001, de 15 de enero, FJ 4; 27/2002, de 
11 de febrero, FJ 3; 169/2002, de 30 de septiembre, FJ 2; ó 
110/2003, de 16 de junio, FJ 2).

5. A la vista de lo señalado podemos ya concluir la 
efectiva concurrencia de la vulneración del derecho a la 
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) denunciada.

En efecto, la Sala ha procedido en su Sentencia, como 
alega la demandante de amparo, a reconstruir el recurso 
de la actora, fundándolo en motivos distintos a aquéllos 
en los que estaba realmente fundado y alterando, con 
ello, los términos del debate procesal, afectando a los 
derechos de defensa de la contraparte que en ningún 
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momento pudo contradecir o argumentar respecto de un 
motivo de recurso que no fue planteado por la recurrente 
sino por la propia Sala en su Sentencia, quebrándose, así, 
tanto el carácter dispositivo del proceso laboral como el 
principio de contradicción que lo rige.

Esta forma de proceder del órgano judicial se ha 
materializado, además, como denuncia la demandante de 
amparo, en el ámbito de un recurso de alcance limitado 
como es el especial de suplicación, en el que los términos 
del debate vienen fijados por el escrito de interposición 
del recurrente y la impugnación que del mismo haga, en 
su caso, el recurrido (por todas, SSTC 218/2003, de 15 de 
diciembre, FJ 4; 83/2004, de 10 de mayo, FJ 4; y 53/2005, 
de 14 de marzo, FJ 5). Esta configuración del recurso de 
suplicación determina que el Tribunal ad quem no pueda 
valorar ex novo toda la prueba practicada ni revisar el 
Derecho aplicable, sino que deba limitarse a las concretas 
cuestiones planteadas por las partes, pues de otro modo 
sufriría la confianza legítima generada por los términos 
en que fue conformada la realidad jurídica en el proceso, 
que no puede desconocerse por los órganos judiciales. El 
hecho, subrayado por la demandante, de que la Sentencia 
recurrida estimase el recurso de suplicación tras desesti-
mar expresamente el único motivo en el que el mismo se 
fundaba resulta suficientemente expresivo del aparta-
miento por la Sala de los términos del debate procesal y 
de la indefensión causada a la ahora demandante de 
amparo.

La modificación sustancial de los términos del debate 
en esta vía de recurso de suplicación conduce a la estima-
ción del recurso de amparo, por vulneración del derecho 
fundamental a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), 
debiéndose, por ello, anular la resolución recurrida y 
retrotraer las actuaciones para que la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid dicte nueva Senten-
cia respetuosa con el derecho constitucional vulnerado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por la entidad Lex, Cen-
tro de Asesores Técnico-Jurídicos, S.A. y, en su virtud:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE).

2.º Declarar la nulidad de la Sentencia de 12 de 
noviembre de 2002 de la Sala de lo Social (Sección 
Segunda) del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, que 
estimó el recurso de suplicación núm. 3019-2002 inter-
puesto contra la Sentencia de 23 de abril de 2002 del Juz-
gado de lo Social núm. 24 de Madrid, en autos 809-2001, 
por despido.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento procesal 
anterior al de dictarse la referida Sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid, a fin de que se dicte nueva 
resolución respetuosa con el derecho fundamental reco-
nocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a doce de marzo de dos mil siete.–María 
Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.–Roberto 
García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.–
Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Firmado y 
rubricado. 

 8037 Sala Primera. Sentencia 57/2007, de 12 de 
marzo de 2007. Recurso de amparo 3016-2005. 
Promovido por don José María Puges Fabro y 
otra frente a los Autos de la Audiencia Provin-
cial de Madrid que denegaron suspender la 
ejecución de la pena de prisión en causa por 
delito de tráfico de drogas. 
Vulneración del derecho a la tutela judicial efec-
tiva: falta de motivación del acuerdo sobre la 
ejecución de una pena de prisión (STC 224/1992); 
dilaciones en proceso fenecido (STC 146/2000).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3016-2005, promovido 
por don José María Puges Fabro y por doña Ramona 
Muñoz Esteban, representados por la Procuradora de los 
Tribunales doña Gema de Luis Sánchez y asistidos por el 
Abogado don José Emilio Rodríguez Menéndez, contra el 
Auto de la Sección Quinta de la Audiencia Provincial de 
Madrid de 29 de marzo de 2005, confirmatorio en súplica 
del Auto de 15 de febrero de 2005, de denegación de sus-
pensión de la ejecución de la pena privativa de libertad. 
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente la 
Presidenta doña María Emilia Casas Baamonde, quien 
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el día 
27 de abril de 2005, la Procuradora de los Tribunales doña 
Gema de Luis Sánchez interpone recurso de amparo en 
nombre de don José María Puges Fabro y por doña 
Ramona Muñoz Esteban contra los Autos mencionados 
en el encabezamiento.

2. Los hechos relevantes para el examen de la pre-
tensión de amparo son, sucintamente relatados, los 
siguientes:

a) Mediante Sentencia 22/2003, de 13 de febrero, la 
Sección Quinta de la Audiencia Provincial de Madrid con-
denó a cada uno de los ahora demandantes de amparo a 
las penas de cuatro años y seis meses de prisión e inhabi-
litación especial para el ejercicio del derecho de sufragio 
pasivo, y a 18.036,36 euros de multa por la autoría de un 
delito contra la salud pública con sustancias que causan 
grave daño a la salud. El recurso de casación interpuesto 
por los condenados fue desestimado por la Sala de lo 
Penal del Tribunal Supremo mediante Sentencia 1133/2004, 
de 18 de octubre, por lo que la condena devino firme.

b) Mediante sendos escritos de 19 de noviembre de 2004 
los condenados solicitaron la suspensión de la ejecución 
de la pena, «al menos, hasta que se resuelva la petición 
de indulto». Con invocación del art. 4.4 del Código penal 
(«Si mediara petición de indulto, y el Juez o Tribunal 
hubiere apreciado en resolución fundada que por el cum-
plimiento de la pena puede resultar vulnerado el derecho 
a un proceso sin dilaciones indebidas, suspenderá la eje-
cución de la misma en tanto no se resuelva sobre la peti-
ción formulada. También podrá el Juez o Tribunal suspen-
der la ejecución de la pena, mientras no se resuelva sobre 


